En sesión celebrada el día 15 de septiembre de 2003, la Mesa del Parlamento de Navarra adoptó, entre otros, el siguiente Acuerdo:

En ejercicio de la iniciativa legislativa que le reconoce el artículo 19.1.b) de la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, el Grupo Parlamentario Izquierda Unida de Navarra-Nafarroako Ezker Batua ha presentado la proposición de Ley Foral del Gobierno y de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra.

En su virtud, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 145, 149 y 150 del Reglamento de la Cámara, previa audiencia de la Junta de Portavoces,

SE ACUERDA:

1.º Ordenar la publicación de la proposición de Ley Foral del Gobierno y de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra en el Boletín Oficial del Parlamento de Navarra.

2.º Remitir la referida proposición de Ley Foral al Gobierno de Navarra a los efectos previstos en el artículo 145.2 del Reglamento.

Pamplona, 16 de septiembre de 2003

El Presidente: Rafael Gurrea Induráin

Proposición de Ley Foral del Gobierno y de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Entre las primeras normas que aprobó el Parlamento de Navarra una vez que, por medio de la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, le fue atribuida la potestad legislativa, está la Ley Foral 23/1983, de 11 de abril, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra. Esta norma contribuyó a la indispensable reordenación de las instituciones forales para la nueva etapa que se abría en aquel momento al régimen de autogobierno de Navarra.

Los años transcurridos desde entonces han supuesto, de una parte, importantes cambios para la Administración de la Comunidad Foral, no sólo por el alcance y la celeridad de las transformaciones de la sociedad navarra a la que sirve, propias de esta época, sino también por el proceso de transferencia de funciones y servicios desde la Administración del Estado en aquellas materias en que la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento atribuía nuevas competencias a la Comunidad Foral. Su Administración ha visto incrementados en grado notable sus funciones, sus recursos humanos y materiales y la complejidad de su gestión. Por otro lado, se han producido también trascendentales modificaciones en el ordenamiento jurídico que han tenido incidencia directa en las materias reguladas por la mencionada Ley Foral 23/1983. A título de ejemplo baste con reseñar la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común y su reforma mediante Ley 4/1999, de 13 de enero, o la reforma de la propia Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral mediante Ley Orgánica 1/2001, de 26 de marzo.

Pese a que muchos preceptos de la Ley Foral 23/1983 han sido afectados por normas legales posteriores hasta el momento no se ha llevado a cabo una tarea de revisión y actualización de sus disposiciones. A través de esta Ley Foral se opta por llevar a cabo una reforma total en lugar de modificaciones parciales en aras de respetar al máximo la necesaria seguridad jurídica y coherencia que resultan más salvaguardadas con un nuevo texto completo. A nadie se puede escapar la trascendencia de la materia que aquí se regula. El Gobierno, como cabeza del poder ejecutivo y órgano superior de la Administración, acapara el protagonismo institucional en cualquier moderno sistema parlamentario; y el Gobierno de Navarra o Diputación Foral, bajo el control del Parlamento de Navarra, es uno de los principales instrumentos a través de los que se afirma y ejercita el autogobierno de la Comunidad Foral. Por otra parte, el Estado social y democrático de Derecho configurado por la Constitución española incide directamente sobre la Administración Pública; su artículo 9.2 le atribuye, junto a los demás poderes públicos, la misión de remover los obstáculos que impidan que la libertad y la igualdad de la persona y de los grupos en que se integran sean reales y efectivas, mientras que su artículo 103 consagra el principio de legalidad de la actuación administrativa y su carácter instrumental al servicio de los intereses generales, que se definen en relación a los legítimos derechos e intereses de los ciudadanos de acuerdo con el principio constitucional de participación. El servicio a los ciudadanos exige que la organización y funcionamiento de la Administración Pública se ajuste a la realidad social y a los principios de objetividad, eficacia y trasparencia, entre otros. 

Esta Ley Foral pretende regular el régimen jurídico del Gobierno y de la Administración no sólo a la luz de los principios constitucionales y legales pertinentes, sino también a la luz de la larga experiencia de su funcionamiento y de cercanas experiencias legislativas en el seno del Estado y de las Comunidades Autónomas. Se ha buscado explícitamente introducir mecanismos que acerquen la actividad administrativa a los ciudadanos que son su razón de ser, y en particular que hagan posible el principio de desconcentración. En la anterior regulación el ejercicio de potestades de resolución se concentraba en la cúspide de los Departamentos de la Administración de la Comunidad Foral. Su constante crecimiento y el aumento de funciones tiene como efecto la creación de cuellos de botella en la resolución de los expedientes y en la práctica inaccesibilidad del órgano resolutorio por los interesados. La concentración de potestades es un efecto paradójico del proceso de descentralización territorial de los últimos años; lo que anteriormente se resolvía en la Administración estatal en el nivel de una Dirección Provincial o incluso en órganos inferiores, ha ido pasado a la competencia de un Consejero, o como mucho de un Director General por delegación de aquél, en el ámbito de la Administración foral. Se ha optado por atribuir potestad resolutoria también a los Directores de Servicio y Directores Generales, e incluso a órganos inferiores en cuanto al ejercicio de la función directiva y disciplinaria sobre el personal. Asimismo los actos de los Consejeros y Directores Generales, éstos sólo en materia de personal, ponen fin a la vía administrativa con el objetivo de descongestionar al Gobierno de un excesivo número de expedientes resolutorios de recursos administrativos. Con estas medidas, que habrán de complementarse con otras normas de reordenación de competencias entre los diversos órganos administrativos, debe avanzarse hacia la real desconcentración, la resolución ordinaria de los expedientes rutinarios y de carácter reglado a cargo de los titulares de un Servicio o de una Dirección General y sólo los expedientes de mayor trascendencia y donde se manifieste una mayor discreccionalidad a cargo de los Consejeros o del Consejo de Gobierno.

Se han introducido elementos de mayor flexibilidad a la hora de adaptar las estructuras administrativas a las necesidades de cada momento. En ese sentido se opta por no hacer un catálogo cerrado de los Departamentos y se atribuye la facultad para su creación, modificación y extinción al Presidente; por otro lado se atribuye a los Consejeros la creación, modificación y extinción de Secciones, antes encomendada al Gobierno, y se prevé la existencia de otros órganos distintos a los enumerados en la Ley Foral cuando sea conveniente su creación. Esta flexibilización, sin embargo, tiene su contrapeso en la exigencia de requisitos como la motivación expresa, la inclusión de un estudio sobre reordenación de recursos humanos, materiales y presupuestarios y la emisión de un informe económico previamente a la creación de un órgano, así como en la exigencia de Ley Foral para la creación de organismos públicos y sociedades públicas dependientes de la Administración de la Comunidad Foral. Asimismo y en aras de la profesionalización de la gestión administrativa se impone taxativamente la provisión de las Jefaturas de Sección y Negociado mediante concurso de méritos, limitando la provisión interina al plazo máximo de un año.

Finalmente, se ha tratado de racionalizar y sistematizar la normativa dedicada a las entidades de derecho público y las sociedades mercantiles dependientes o vinculadas a la Administración de la Comunidad Foral. En coherencia con otras normas anteriores en materias de hacienda, patrimonio o contratos se ha optado por reunir bajo la denominación común de Organismos Públicos a los Organismos Autónomos y las Entidades Públicas de Derecho Privado, que se distinguen principalmente por su sometimiento en su funcionamiento al derecho administrativo o al derecho privado, y reservar la denominación de Sociedades Públicas a las de carácter mercantil con participación mayoritaria de la Administración. Siguiendo recomendaciones insistentes de la Cámara de Comptos se establece un registro para el control de los organismos públicos y de las sociedades públicas, así como para otras entidades donde la Administración de la Comunidad Foral puede concurrir con otras personas públicas o privadas y creadas bajo la fórmula de Fundación privada o Consorcio.

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1. Objeto.

Esta Ley Foral tiene por objeto establecer las disposiciones generales sobre régimen jurídico aplicables al Presidente, al Gobierno y a la Administración de la Comunidad Foral de Navarra, así como regular el ejercicio de la iniciativa legislativa y de las potestades normativas del Gobierno.

TÍTULO I
Del Gobierno de Navarra

CAPÍTULO I
Régimen general

Artículo 2. Naturaleza y composición.

1. El Gobierno de Navarra es el órgano colegiado que, bajo la dirección del Presidente, establece la política general y dirige la Administración de la Comunidad Foral. Asimismo, ejerce la función ejecutiva y la potestad reglamentaria en el marco de la Constitución, de la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra y de esta Ley Foral.

2. El Gobierno velará especialmente por la defensa de la integridad del Régimen Foral de Navarra, debiendo dar cuenta al Parlamento de cualquier contrafuero que pudiera producirse.

3. El Gobierno está compuesto por el Presidente, el Vicepresidente y los Consejeros. Cada Consejero estará al frente de un Departamento, sin perjuicio de la existencia de los Consejeros sin cartera. El Gobierno queda constituido una vez que los Consejeros hayan tomado posesión del cargo.

4. El Gobierno utiliza la bandera de Navarra como guión, así como los restantes símbolos y elementos de protocolo tradicionales.

5. El Gobierno, reunido para el ejercicio de sus funciones, constituye el Consejo de Gobierno.

Artículo 3. Funcionamiento del Consejo de Gobierno.

El funcionamiento del Consejo de Gobierno se regulará en un Reglamento de Régimen

Interior, y deberá ajustarse a las siguientes reglas:

a) Las sesiones del Consejo de Gobierno son convocadas por el Presidente y a la citación debe adjuntarse el orden del día y la documentación correspondiente a los asuntos sobre los que trate.

b) La constitución del Consejo de Gobierno será válida si asisten al mismo el Presidente o la persona que lo sustituya, y la mitad, como mínimo, de los Consejeros.

c) Los documentos que se presenten en las reuniones del Consejo de Gobierno tendrán carácter reservado y secreto, excepto que el propio Consejo de Gobierno acuerde hacerlos públicos. El mismo carácter tienen las deliberaciones del Consejo de Gobierno, así como las opiniones y los votos que se emitan, y sus miembros están obligados a mantener el deber de reserva, incluso cuando hayan dejado de pertenecer al Gobierno.

d) Los acuerdos del Consejo de Gobierno se adoptan por mayoría simple de los miembros presentes. El Presidente dirime con su voto los empates.

e) Sólo pueden adoptarse acuerdos sobre los asuntos que figuren en el orden del día. No obstante, y previa declaración de urgencia, el Consejo de Gobierno puede deliberar y, en su caso, adoptar acuerdos sobre otros asuntos no incluidos inicialmente en el orden del día.

f) A las reuniones del Consejo de Gobierno el Presidente puede convocar a Altos Cargos, funcionarios de la Administración y expertos cuyo parecer se considere necesario. Su intervención se limitará al asunto o asuntos sobre los cuales deban informar. En cualquier caso les es de aplicación el mismo deber de reserva propio de los miembros del Consejo de Gobierno.

Artículo 4. Secretaría del Consejo de Gobierno.

1. De las sesiones del Consejo de Gobierno se extenderá un acta en la cual deberán constar, como mínimo, además de las circunstancias relativas al tiempo, al lugar y a los asistentes, las decisiones y los acuerdos adoptados.

2. Por Decreto Foral del Presidente del Gobierno se determinará el Consejero que ha de ejercer como Secretario del Consejo de Gobierno, su régimen de suplencia, sus auxiliares y demás circunstancias del cargo.

Artículo 5. Cese del Gobierno.

1. El cese del Presidente determina el del Gobierno.

2. El Gobierno cesante debe continuar en funciones hasta la toma de posesión del que lo suceda, con las limitaciones establecidas en esta Ley Foral.

3. El Gobierno en funciones debe facilitar el normal desarrollo del proceso de formación del nuevo Gobierno y el traspaso de poderes al mismo.

4. El Gobierno en funciones no puede adoptar decisiones que excedan de la gestión ordinaria, exceptuando los supuestos de necesidad urgente y, en consecuencia, no puede hacer uso de las delegaciones legislativas otorgadas por el Parlamento ni aprobar el Proyecto de Ley Foral de Presupuestos Generales de Navarra.

CAPÍTULO II
Atribuciones del Consejo de Gobierno

Artículo 6. Atribuciones del Consejo de Gobierno.

Corresponde al Consejo de Gobierno:

a) Establecer la política general de la Comunidad Foral mediante los acuerdos oportunos, de conformidad con el programa político definido por el Presidente, y dirigir su Administración.

b) La iniciativa legislativa mediante la aprobación de proyectos de Ley Foral y su remisión al Parlamento para que los tramite, como también determinar su retirada en los términos que establece el Reglamento de la Cámara.

c) Aprobar el Proyecto de Ley Foral de Presupuestos Generales de Navarra y someterlos a la deliberación del Parlamento. 

d) Prestar o denegar la conformidad a la admisión a trámite de las enmiendas o proposiciones de Ley Foral que supongan aumento de los gastos o disminución de los ingresos presupuestarios. 

e) Aprobar los Proyectos de Cuentas Generales de Navarra y someterlos a la deliberación del Parlamento. 

f) Aprobar los Decreto Forales Legislativos, previa delegación del Parlamento.

g) Ejercitar la iniciativa en materia de transferencia de competencias de conformidad con lo dispuesto en el artículo 39.2 de la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra.

h) Aprobar, previo dictamen del Consejo de Navarra cuando legalmente corresponda, los Reglamentos para el desarrollo y la ejecución de las Leyes Forales, así como el resto de disposiciones reglamentarias que le corresponde dictar.

i) Prestar o denegar la conformidad a la tramitación de las proposiciones de Ley Foral, enmiendas o mociones que supongan incremento de los gastos o disminución de los ingresos presupuestarios.

j) Deliberar sobre la disolución del Parlamento o la cuestión de confianza que el Presidente se haya propuesto presentar ante el Parlamento de Navarra.

k) Acordar la interposición del recurso de inconstitucionalidad, promover conflictos de competencia y todas aquellas otras actuaciones ante el Tribunal Constitucional que correspondan al Gobierno de Navarra.

l) Proponer al Parlamento de Navarra la incapacitación del Presidente en los términos que establece el artículo 15.3 de esta Ley Foral.

m) Solicitar que el Parlamento de Navarra se reúna en sesión extraordinaria.

n) Administrar el patrimonio de Navarra.

ñ) Previa autorización del Parlamento, emitir Deuda Pública, constituir avales o garantías y contraer crédito.

o) Previa autorización del Parlamento, formalizar convenios y acuerdos de colaboración con el Estado y con las Comunidades Autónomas.

p) Nombrar y separar mediante Decreto Foral a los Altos Cargos de la Administración de la Comunidad Foral y a sus representantes en otros órganos colegiados.

q) Nombrar representantes en la Junta de Cooperación prevista en el artículo 69 de la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral.

r) Adoptar las medidas necesarias para la ejecución, en su propio territorio, de los tratados y los convenios internacionales y de los actos normativos en lo que afecte a las competencias de la Comunidad Foral.

s) Conceder honores y distinciones, de acuerdo con la normativa específica.

t) Ejercitar acciones judiciales y desistir de ellas, de acuerdo con la legislación específica aplicable.

u) El mando supremo de la Policía Foral.

v) Ejercer todas aquellas otras facultades que le atribuyan las disposiciones vigentes.

Artículo 7. Comisiones Delegadas.

1. El Gobierno de Navarra puede constituir Comisiones Delegadas sobre materias específicas, integradas por el Presidente o el Vicepresidente y por dos o más Consejeros.

2. En el Decreto Foral de creación de éstas, debe indicarse su composición, su Presidencia y su Secretaría, así como las funciones que se les asignan. En todo caso, el régimen general de funcionamiento de las Comisiones debe ajustarse a los criterios establecidos para el Consejo de Gobierno.

CAPÍTULO III
Órganos de apoyo y de colaboración
del Gobierno

Artículo 8. Comisión de Secretarios Técnicos.

El Gobierno podrá crear la Comisión de Secretarios Técnicos como órgano colegiado encargado de preparar las deliberaciones y los acuerdos del Consejo de Gobierno. Un Decreto Foral regulará su funcionamiento, su composición, su Presidencia y su Secretaría.

Artículo 9. Gabinetes.

1. Los gabinetes son los órganos de apoyo político y técnico de los miembros del Gobierno. Cumplen tareas de confianza y de asesoramiento cualificado y en ningún caso pueden ejecutar actos o adoptar resoluciones que correspondan a los órganos de la Administración de la Comunidad Foral ni desarrollar tareas propias de éstos.

2. Los miembros de los gabinetes tienen la consideración de personal eventual, de acuerdo con lo que dispone la legislación sobre función pública.

Artículo 10. Comisionados de la Comunidad Foral.

1. Los Comisionados son personas de reconocido prestigio que desarrollan con carácter temporal funciones concretas de representación de la Comunidad Foral en los ámbitos y los foros que se determinen.

2. El Decreto Foral de nombramiento debe regular la duración y el alcance específico del mandato de representación.

3. Los Comisionados tienen la consideración de personal eventual, de acuerdo con lo que dispone la legislación sobre función pública.

Artículo 11. Portavoz del Gobierno.

El Presidente puede nombrar un Portavoz del Gobierno que, en el caso de que no sea miembro del Gobierno, tendrá rango de Director general, podrá asistir a las reuniones del Consejo de Gobierno y quedará obligado a mantener el deber de reserva en relación con sus deliberaciones.

TÍTULO II
El Presidente del Gobierno de Navarra

CAPÍTULO I
Elección y estatuto personal

Artículo 12. El Presidente.

1. El Presidente del Gobierno de Navarra ejerce la más alta representación de la Comunidad Foral y la ordinaria del Estado en Navarra. Asimismo, preside el Gobierno, dirige sus acciones y coordina las funciones de sus miembros, de acuerdo con lo que establecen la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra y esta Ley Foral.

2. El Presidente recibe el tratamiento de Excelencia y se le rendirán los honores que corresponden a su cargo.

Artículo 13. Elección y nombramiento.

1. El Presidente será elegido por el Parlamento de Navarra de entre sus miembros mediante el procedimiento regulado en el artículo 29 de la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra y en el Reglamento del Parlamento de Navarra y será nombrado por el Rey.

2. Dentro del plazo de cinco días, contados a partir del de la publicación del Real Decreto de nombramiento en el Boletín Oficial del Estado, sin perjuicio de que se publique también en el Boletín Oficial de Navarra, el Presidente nombrado tomará posesión de su cargo. El acto de toma de posesión, público y solemne, consistirá en el juramento o promesa de respetar, mantener y mejorar el Régimen Foral de Navarra, de acatar la Constitución y las leyes y cumplir fielmente las obligaciones propias del cargo.

Artículo 14. Incompatibilidades.

1. El cargo de Presidente es incompatible con el ejercicio de cualquier otro cargo público, como también de cualquier actividad profesional, mercantil o industrial. Asimismo, le es aplicable la legislación específica sobre incompatibilidades de los miembros del Gobierno y Altos Cargos de la Comunidad Foral de Navarra.

2. En el caso de desempeño de alguna de las actividades permitidas por la legislación específica sobre incompatibilidades el Presidente no podrá percibir otras retribuciones ni compensaciones económicas que las señaladas específicamente en los Presupuestos Generales de Navarra.

Artículo 15. Cese.

1. El Presidente cesa por alguna de las siguientes causas:

a) La celebración de elecciones al Parlamento de Navarra.

b) La aprobación de la moción de censura.

c) La denegación de la cuestión de confianza.

d) La dimisión comunicada por escrito al Presidente del Parlamento.

e) La incapacidad física o psíquica permanente que lo imposibilite para el ejercicio del cargo.

f) La sentencia firme de los Tribunales que lo inhabilite para el ejercicio del cargo.

g) La pérdida de la condición de miembro del Parlamento de Navarra.

h) Fallecimiento.

2. En las causas previstas en los apartados a), b), c) y d) del número 1 de este artículo, el Presidente debe continuar en el ejercicio del cargo hasta que su sucesor haya tomado posesión.

3. La incapacidad a que hace referencia el apartado e) del número 1 de este artículo debe ser apreciada motivadamente, previos los informes médicos adecuados, por el Consejo de Gobierno, por acuerdo, como mínimo, de las tres quintas partes de sus miembros, y propuesta al Parlamento, que, en caso de que la estime, debe declararla por mayoría absoluta de sus miembros.

4. El Presidente tendrá derecho, tras el cese, al tratamiento y honores, a la protección de su seguridad personal y a la prestación económica que reglamentariamente se determine.

Artículo 16. Vacante del cargo.

1. Si el cargo de Presidente queda vacante porque se ha producido su cese por alguna de las causas establecidas en los apartados e), f), g) y h) del número 1 del artículo anterior, el Gobierno será presidido interinamente, hasta la toma de posesión del nuevo Presidente, por el Vicepresidente, y en su defecto y sucesivamente, por el Consejero que tenga atribuida la Secretaría del Consejo de Gobierno, por el Consejero más antiguo en el cargo y en igualdad entre ellos, por el de más edad.

2. Quien sustituya interinamente al Presidente tendrá durante la sustitución derecho a los mismos honores y tratamientos que éste y ejercerá las funciones y las competencias que esta Ley Foral y el resto del ordenamiento jurídico otorguen al Presidente, si bien no podrá plantear la cuestión de confianza, ni ser objeto de una moción de censura, ni separar de sus cargos a los miembros del Gobierno.

3. Cuando el cese del Presidente se produzca por alguna de las causas establecidas en los apartados d), e), f) y g) del número 1 del artículo anterior, y en caso de defunción, el Presidente del Parlamento, en el plazo máximo de dos meses, reunirá la Cámara para la elección de un nuevo Presidente.

Artículo 17. Suplencias y ausencias temporales.

1. En los casos de ausencia, enfermedad u otro impedimento temporal del Presidente, éste será sustituido por el Vicepresidente o, en su defecto, por el miembro del Gobierno que el Presidente haya designado expresamente. En defecto de designación expresa, el Presidente será sustituido por el Consejero a quien corresponda, de acuerdo con el orden de precedencias de los Departamentos establecido por Decreto Foral de la Presidencia.

2. El suplente del Presidente, en los casos previstos en este artículo, solamente podrá ejercer las atribuciones que sean necesarias para el despacho ordinario de los asuntos.

CAPÍTULO II
Atribuciones del Presidente

Artículo 18. Atribuciones de representación.

1. Corresponde al Presidente, como más alto representante de la Comunidad Foral:

a) Ejercer la representación de la Comunidad Foral de Navarra en las relaciones con las Instituciones del Estado y las demás Administraciones Públicas.

b) Convocar a elecciones al Parlamento de Navarra, en los términos regulados por la ley.

2. Corresponde al Presidente, como representante ordinario del Estado en la Comunidad Foral promulgar, en nombre del Rey, las Leyes Forales y los Decretos Forales Legislativos y ordenar su publicación en el Boletín Oficial de Navarra y en el Boletín Oficial del Estado en el plazo de quince días a contar desde el día en que hayan sido aprobados.

Artículo 19. Atribuciones de dirección.

Corresponde al Presidente, como responsable de la dirección del Gobierno:

a) Establecer las directrices generales de la acción de gobierno, de acuerdo con su programa político, e impartir las instrucciones pertinentes a los miembros del Gobierno.

b) Mantener la unidad de dirección política y administrativa y coordinar las acciones de los diferentes Departamentos.

c) Crear y extinguir los Departamentos, así como establecer su denominación y sus competencias.

d) Nombrar y separar a los Consejeros y al Vicepresidente.

e) Nombrar y separar al personal de su gabinete.

f) Resolver los conflictos de atribuciones entre los Departamentos.

g) Determinar, mediante Decreto Foral, las suplencias de los Consejeros y del Vicepresidente en caso de ausencia, enfermedad o en los casos de abstención obligada.

h) Encomendar transitoriamente, en caso de vacante, la titularidad de un Departamento a otro miembro del Gobierno.

i) Suscribir los convenios de colaboración y los acuerdos de cooperación con el Estado y las Comunidades Autónomas.

j) Convocar las reuniones del Consejo de Gobierno, fijar su orden del día, presidirlas, suspenderlas y levantar sus sesiones, y dirigir los debates y las deliberaciones que en ellas se produzcan.

k) Plantear la cuestión de confianza ante el Parlamento de Navarra, o disolver el Parlamento de Navarra, previa deliberación del Consejo de Gobierno.

l) Firmar los Decreto Forales aprobados por el Gobierno y ordenar su publicación en el Boletín Oficial de Navarra.

m) Firmar los acuerdos del Consejo de Gobierno.

n) Solicitar el dictamen del Consejo de Navarra en los supuestos previstos en la legislación vigente.

o) Someter a deliberación y a acuerdo del Consejo de Gobierno la interposición del recurso de inconstitucionalidad, así como el planteamiento de conflictos de competencias ante el Tribunal Constitucional.

p) Ejercer acciones judiciales y administrativas, en caso de urgencia, e informar de ello al Consejo de Gobierno en la primera reunión que se lleve a cabo.

q) Ejercer el resto de funciones que le atribuya el ordenamiento jurídico.

Artículo 20. Delegación de competencias.

El Presidente podrá delegar en el Vicepresidente, en su caso, o en un Consejero las funciones y las competencias previstas en los apartados i), j), n) y p) del artículo 19.

CAPÍTULO III
Resposabilidad y control parlamentario

Artículo 21. Responsabilidad política.

1. El Presidente responde políticamente ante el Parlamento, sin perjuicio de la responsabilidad solidaria del Gobierno y de la directa de cada uno de sus miembros por su gestión.

2. La delegación de funciones ejecutivas del Presidente en el Vicepresidente o en un Consejero no lo exime de la responsabilidad política ante el Parlamento.

Artículo 22. Moción de censura y cuestión de confianza.

El planteamiento de la cuestión de confianza y la adopción de la moción de censura se llevarán a cabo de acuerdo con lo que disponen la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra y el Reglamento del Parlamento de Navarra.

TÍTULO III
Vicepresidente y consejeros

CAPÍTULO I
El Vicepresidente

Artículo 23. Vicepresidente.

1. Corresponde al Vicepresidente el ejercicio de las funciones que le encomiende o le delegue el Presidente del Gobierno. Asimismo, le corresponde sustituirlo en los casos previstos en esta Ley Foral.

2. El Vicepresidente, cuando así lo disponga el Presidente, puede asumir también la titularidad de un Departamento.

3. El estatuto personal, el nombramiento y el cese del Vicepresidente deben regirse por lo que dispone esta Ley Foral para los Consejeros.

CAPÍTULO II
Los consejeros

Artículo 24. Los Consejeros.

1. Los Consejeros son miembros del Gobierno y titulares del Departamento que tengan asignado. No obstante, puede haber Consejeros sin cartera.

2. Para ser Consejero se requiere ser mayor de edad, gozar de los derechos de sufragio activo y pasivo, así como no estar inhabilitado para ejercer cargo u ocupación públicos por sentencia judicial firme.

3. Los Consejeros reciben el tratamiento de Excelencia y tienen derecho a los honores que les corresponden por razón del cargo aun después de ser cesados. En los Presupuestos Generales de Navarra se fijará la retribución y los gastos de representación de los Consejeros. Tras su cese, tendrán derecho a la prestación económica, a la protección personal y de sus bienes que reglamentariamente se determine.

Artículo 25. Nombramiento.

1. Los Consejeros son nombrados y separados libremente por el Presidente del Gobierno e inician su mandato en el momento de la toma de posesión, que consiste en un juramento o promesa análogo al del Presidente.

2. En el Decreto Foral de nombramiento debe consignarse el Departamento cuya titularidad se les asigna. Cuando se trate del Vicepresidente o de un Consejero sin cartera, el nombramiento especificará el ámbito de funciones conferido, que en ningún caso supondrá la existencia de responsabilidad ejecutiva.

3. Los Decretos Forales de nombramiento deben publicarse en el Boletín Oficial de Navarra.

Artículo 26. Cese.

1. Los Consejeros cesan por cualquiera de las siguientes causas:

a) El cese o la defunción del Presidente, si bien deben continuar en funciones hasta la toma de posesión del nuevo Gobierno.

b) La incompatibilidad declarada y publicada, de acuerdo con lo que dispone la legislación específica aplicable.

c) La incapacidad e inhabilitación en el ejercicio de su cargo, declarada por sentencia firme.

d) Su dimisión aceptada por el Presidente.

e) La decisión del Presidente.

f) Fallecimiento.

2. El cese produce efectos desde el momento de la publicación del correspondiente Decreto Foral del Presidente en el Boletín Oficial de Navarra.

Artículo 27. Vacantes y suplencias.

1. En caso de vacante del cargo de Consejero, y mientras no haya tomado posesión el nuevo titular, el Presidente encargará transitoriamente a otro miembro del Gobierno el despacho de los asuntos del Departamento.

2. En caso de ausencia, enfermedad u otro impedimento temporal de un Consejero, éste será suplido por el Consejero que designe el Presidente mediante Decreto Foral.

3. Los Decretos Forales relativos a vacantes y suplencias de los Consejeros deben publicarse en el Boletín Oficial de Navarra.

Artículo 28. Incompatibilidades.

Los Consejeros estarán sometidos al mismo régimen de incompatibilidades señalado en esta Ley Foral para el Presidente y, en todo caso, a lo que dispone la legislación sobre incompatibilidades de los miembros del Gobierno y de los Altos Cargos de la Comunidad Foral de Navarra.

Artículo 29. Responsabilidad.

Sin perjuicio de la responsabilidad política solidaria del Gobierno ante el Parlamento de Navarra, el Vicepresidente y los Consejeros responden directamente de su gestión.

Artículo 30. Atribuciones de los Consejeros.

1. Los Consejeros ejercen las facultades que les corresponden como miembros del Gobierno.

2. En relación con las materias propias de la competencia de su respectivo Departamento corresponde a los Consejeros:

a) Desarrollar la acción de Gobierno en su área de responsabilidad.

b) Representar a su Departamento.

c) Preparar y presentar al Gobierno los anteproyectos de Ley Foral, anteproyectos de presupuestos y proyectos de Acuerdo o Decreto Foral relativos a las cuestiones propias de su Departamento.

d) Dictar Órdenes Forales en las materias propias de su Departamento.

e) Formular los programas de actuación y fijar los objetivos del Departamento a los efectos de la elaboración del anteproyecto de Presupuestos Generales de Navarra.

f) Proponer al Consejo de Gobierno el nombramiento y el cese de Altos Cargos dependientes de su Departamento.

g) El nombramiento y separación del personal de su gabinete y del personal de su Departamento que le corresponda.

h) La alta jefatura del personal de su Departamento, la coordinación de sus servicios y la resolución de las cuestiones de competencia internas.

i) Autorizar gastos y pagos de conformidad con lo establecido en las leyes.

j) Ejercer todas las competencias que les atribuya la legislación vigente.

Artículo 31. Representación del Gobierno ante el Parlamento.

1. La representación del Gobierno ante el Parlamento de Navarra corresponde a su Presidente.

2. No obstante, el despacho ordinario de asuntos entre el Gobierno y el Parlamento debe canalizarse a través del Secretario del Consejo de Gobierno.

TÍTULO IV
Iniciativa legislativa y potestades
normativas del Gobierno

CAPÍTULO I
La iniciativa legislativa

Artículo 32. La iniciativa legislativa.

El Gobierno ejerce la iniciativa legislativa prevista en la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra mediante la elaboración, aprobación y remisión posterior de los proyectos de Ley Foral al Parlamento.

Artículo 33. Procedimiento de la iniciativa.

1. El procedimiento de elaboración de los proyectos de Ley Foral, sin perjuicio de los trámites que legalmente tienen carácter preceptivo, se inicia en el Departamento competente mediante la redacción de una propuesta de anteproyecto a la que deben adjuntarse los estudios, los informes y la documentación que se consideren oportunos. En todo caso el anteproyecto será informado por la Secretaría Técnica.

2. El Consejero competente elevará el anteproyecto al Consejo de Gobierno para que éste decida sobre los ulteriores trámites y, en particular, sobre las consultas, dictámenes o informes que resulten convenientes y, una vez realizados, lo apruebe como proyecto de Ley Foral. El texto aprobado debe incluir una exposición de motivos.

3. Una vez aprobado el proyecto de Ley Foral, el Gobierno acordará su remisión al Parlamento, junto con una memoria y los antecedentes necesarios para pronunciarse sobre el mismo.

CAPÍTULO II
Decretos Forales Legislativos

Artículo 34. Decretos Forales Legislativos.

En los casos previstos en la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra el Gobierno puede dictar normas con rango de Ley Foral que recibirán el nombre de Decreto Foral Legislativo. Para elaborarlos se seguirán, como mínimo, los trámites previstos en los artículos 39, 42 y 43 de esta Ley Foral.

CAPÍTULO III
La potestad reglamentaria

Artículo 35. Titulares de la potestad reglamentaria.

1. La potestad reglamentaria de la Administración de la Comunidad Foral corresponde al Gobierno.

2. No obstante, los Consejeros pueden dictar disposiciones reglamentarias sobre las materias propias de sus Departamentos, en los siguientes casos:

a) Cuando estos Reglamentos tengan por objeto regular la organización y el funcionamiento de los servicios del Departamento.

b) Cuando lo autorice una Ley Foral o un Decreto Foral del Gobierno.

3. El Presidente de la Comunidad Foral puede dictar reglamentos sólo en los siguientes casos:

a) Creación y extinción de Departamentos, incluida la modificación de la denominación y de las competencias que les corresponden.

b) Determinación del régimen de suplencias de los Consejeros y de la Secretaría del Consejo de Gobierno.

c) Cualquier otro previsto en una norma con rango de Ley Foral.

Artículo 36. Forma de las disposiciones reglamentarias.

1. Las disposiciones generales adoptarán la forma de Decreto Foral si son aprobadas por el Gobierno o por el Presidente, y de Orden Foral, si son aprobadas por los Consejeros.

2. Los Decretos Forales son firmados por el Presidente, o por el Presidente y por el Consejero o Consejeros competentes en la materia.

3. Las Órdenes Forales son firmadas por el Consejero competente. 

4. Los reglamentos deben incluir un preámbulo que debe limitarse a expresar la finalidad de la regulación y el marco normativo que lo habilita.

Artículo 37. Jerarquía normativa.

Las disposiciones administrativas se ajustan a la siguiente jerarquía:

a) En primer lugar, los Decretos Forales aprobados por el Consejo de Gobierno o por el Presidente.

b) En segundo lugar, las Órdenes Forales de los Consejeros.

Artículo 38. Eficacia.

Para que produzcan efectos jurídicos las disposiciones administrativas deben publicarse íntegramente en el Boletín Oficial de Navarra. Entran en vigor a los veinte días desde su publicación, excepto en el caso en que por las mismas se establezca un plazo diferente.

Artículo 39. Inicio del procedimiento de elaboración.

1. La elaboración de disposiciones administrativas es iniciada por el Consejero competente, el cual debe designar el órgano responsable del procedimiento. Para su tramitación debe adjuntarse al anteproyecto una memoria y, en su caso, un estudio económico.

2. En la memoria deben justificarse la oportunidad de la regulación y la adecuación de las medidas propuestas a los fines perseguidos. También debe expresarse el marco normativo en que se inserta la propuesta y debe incluirse, en todo caso, una relación de las disposiciones afectadas y la tabla de vigencias de disposiciones anteriores sobre la misma materia.

3. En los casos de creación de nuevos servicios o de modificación de los existentes, debe adjuntarse la propuesta de un estudio del coste y de la financiación de la nueva organización.

4. Quedan excluidas de la aplicación de este procedimiento las disposiciones reguladas en los apartados a) y b) del punto 3 del artículo 35.

Artículo 40. Audiencia y participación.

1. El proyecto debe someterse en todo caso a la audiencia de los ciudadanos, directamente o por medio de las entidades reconocidas por la ley que los agrupen o los representen, siempre que sus fines estén relacionadas con el objeto de regulación.

2. La audiencia no será exigible en relación con los proyectos de disposiciones que regulen la organización del Gobierno, de la Administración de la Comunidad Foral o de las Entidades Públicas que de ella dependan. Asimismo, se podrá prescindir de este trámite cuando lo exija la urgencia o razones graves de interés público, apreciadas por resolución del Consejero competente, las cuales deberán ponerse de manifiesto en el expediente.

3. El plazo de audiencia debe ser adecuado a la naturaleza de la disposición y no inferior a veinte días. Por razones justificadas, y mediante acuerdo o resolución debidamente motivado, este plazo puede reducirse a siete días.

Artículo 41. Información pública.

Cuando lo exija la naturaleza de la disposición o lo decida el Consejo de Gobierno o el Consejero competente, el proyecto será sometido a información pública, mediante publicación en el Boletín Oficial de Navarra, por plazo mínimo de veinte días.

Artículo 42. Informes y dictámenes.

Los proyectos de disposiciones deberán ser sometidos preceptivamente a los siguientes informes y dictámenes:

a) El informe de los servicios jurídicos competentes.

b) El informe de la Secretaría Técnica competente, que debe referirse, como mínimo, a la corrección del procedimiento seguido y a la valoración de las alegaciones presentadas.

c) Los dictámenes del Consejo de Navarra y demás órganos de consulta y asesoramiento en los casos previstos en la legislación que los regula.

Artículo 43. El expediente.

Los trámites que prevé esta sección han de quedar documentados en el expediente correspondiente, cuya formación corresponde al órgano que se determine en la iniciación del procedimiento.

TÍTULO V
Organización y funcionamiento
de la Administración

CAPÍTULO I
De la Administración y sus órganos

Artículo 44. La Administración de la Comunidad Foral.

1. La Administración de la Comunidad Foral, bajo la dirección del Gobierno de Navarra, sirve con objetividad los intereses generales desarrollando las funciones que le atribuyen las leyes.

2. La Administración de la Comunidad Foral, constituida por órganos jerárquicamente ordenados, actúa para el cumplimiento de sus fines con personalidad jurídica única. 

3. Los organismos públicos con personalidad jurídica propia regulados en el Título VII de esta Ley Foral tienen como objeto la realización de actividades de ejecución o gestión, tanto administrativas como de contenido económico reservadas a la Administración de la Comunidad Foral mediante descentralización funcional y serán adscritos a un Departamento para su control.

Artículo 45. Principios de organización y funcionamiento.

La Administración de la Comunidad Foral se organiza y actúa de acuerdo con los siguientes principios: 

1. De organización. 

a) Jerarquía. 

b) Descentralización funcional. 

c) Desconcentración. 

d) Economía, suficiencia y adecuación estricta de los medios a los fines institucionales. 

e) Simplicidad, claridad y proximidad a los ciudadanos para la consecución de su confianza.

f) Coordinación. 

2. De funcionamiento. 

a) Pleno respeto al principio de legalidad.

b) Eficacia en el cumplimiento de los objetivos fijados. 

c) Eficiencia en la asignación y utilización de los recursos públicos. 

d) Programación y desarrollo de objetivos y control de la gestión y de los resultados. 

e) Responsabilidad por la gestión pública. 

f) Racionalización y agilidad de los procedimientos administrativos y de las actividades materiales de gestión. 

g) Servicio efectivo a los ciudadanos. 

h) Objetividad y transparencia de la actuación administrativa. 

i) Cooperación y coordinación con las otras Administraciones públicas. 

Artículo 46. Principio de servicio a los ciudadanos.

1. La actuación de la Administración de la Comunidad Foral debe asegurar a los ciudadanos: 

a) La efectividad de sus derechos cuando se relacionen con la Administración. 

b) La continua mejora de los procedimientos, servicios y prestaciones públicas, de acuerdo con las políticas fijadas por el Gobierno y teniendo en cuenta los recursos disponibles, determinando al respecto las prestaciones que proporcionan los servicios públicos, sus contenidos y los correspondientes estándares de calidad. 

2. La Administración de la Comunidad Foral desarrollará su actividad y organizará las dependencias administrativas de manera que los ciudadanos: 

a) Puedan resolver sus asuntos, ser auxiliados en la redacción formal de documentos administrativos y recibir información de interés general por medios telefónicos, informáticos y telemáticos. 

b) Puedan presentar reclamaciones sin el carácter de recursos administrativos, sobre el funcionamiento de las dependencias administrativas. 

3. Todos los Departamentos mantendrán permanentemente actualizadas y a disposición de los ciudadanos en las unidades de información correspondientes el esquema de su organización y la de los organismos públicos dependientes, así como guías informativas sobre los procedimientos administrativos, servicios y prestaciones aplicables en el ámbito de sus competencias.

Artículo 47. Órganos administrativos.

1. Los órganos administrativos son los elementos básicos de la estructura de la Administración y comprenden al personal vinculado funcionalmente por razón de sus cometidos por una jefatura superior común, así como las competencias que le están atribuidas y los medios materiales adscritos para su desempeño. Su competencia se extiende a todo el territorio de la Comunidad Foral, salvo que su norma de creación le señale un ámbito territorial más limitado.

2. Son órganos superiores de la Administración de la Comunidad Foral el Gobierno, su Presidente y los Consejeros. Todos los demás órganos de la Administración de la Comunidad Foral se hallan bajo la dependencia del Presidente o del Consejero correspondiente. 

Artículo 48. Órganos básicos.

1. Son órganos básicos de la Administración de la Comunidad Foral los Departamentos, que estarán bajo la superior dirección de un Consejero que ejercerá, en relación con las materias propias de su competencia, las atribuciones que se le reconocen en esta Ley Foral. 

2. Cada Departamento se estructura ordinariamente en:

a) Direcciones Generales, al frente de las cuales habrá un Director General que asumirá la jefatura superior de los Servicios integrados en ella. Los Directores Generales serán nombrados y cesados libremente por el Gobierno a propuesta del Consejero correspondiente y percibirán las retribuciones que, dentro de las consignaciones presupuestarias, determine el Gobierno.

b) Servicios, unidades orgánicas a las que corresponde el ejercicio de bloques de competencias de naturaleza homogénea, al frente de los cuales habrá un Director. Los Directores de los Servicios serán nombrados y cesados por el Gobierno a propuesta de los respectivos Consejeros. El nombramiento se efectuará por libre designación entre funcionarios pertenecientes o adscritos a la Administración de la Comunidad Foral. 

c) Secciones, órganos internos de funcionamiento cuya competencia comprende un sector de las funciones correspondientes al Servicio en que se integran. Las Jefaturas de las Secciones serán desempeñadas por funcionarios pertenecientes o adscritos a la Administración de la Comunidad Foral y serán provistas por un período de seis años mediante la convocatoria de concurso de méritos.

d) Negociados, órganos internos que realizan tareas de instrucción y tramitación de expedientes y trabajos propios de un determinado sector de actividad correspondientes a la Sección o el Servicio en el cual se hallan integrados. Las Jefaturas de los Negociados serán desempeñadas por funcionarios pertenecientes o adscritos a la Administración de la Comunidad Foral y serán provistas mediante la convocatoria de concurso de méritos.

3. Por razones de eficacia debidamente motivada en la norma de creación podrán establecerse dentro de los Departamentos otros órganos distintos a los descritos en el apartado anterior. En todo caso la norma de creación deberá establecer la dependencia jerárquica y la asimilación de su jefatura a alguna de las reguladas en el apartado anterior.

4. Cada Departamento contará con una Secretaría Técnica como órgano de coordinación, asistencia técnica y jurídica y de registro y certificación de los actos del Departamento. Los titulares de las secretarías técnicas tendrán el mismo régimen de los Directores de Servicio, salvo que serán nombrados necesariamente entre funcionarios con titulación superior.

5. Existirá en cada Departamento como órgano colegiado superior un Consejo del Departamento, constituido por todos los Directores Generales y Directores de Servicio y titulares de órganos asimilados, cuya presidencia corresponde al Consejero y la secretaría al Secretario Técnico. El Consejo del Departamento se reunirá como mínimo dos veces al año y ejercerá las siguientes funciones:

a) Asesoramiento al Consejero en el ejercicio de sus funciones.

b) Informar sobre el anteproyecto de presupuestos del Departamento.

c) Informar sobre el proyecto de plan anual de actuación.

d) Informar sobre el proyecto de memoria anual de actuaciones.

e) Establecer criterios de coordinación entre los órganos del Departamento.

f) Impulsar medidas de mejora de la eficacia del Departamento.

g) Otras que le sean encomendadas por el Consejero.

6. Podrán adscribirse a los Departamentos organismos públicos y sociedades públicas.

Artículo 49. Creación, modificación o supresión de órganos.

1. La creación, modificación o supresión de Departamentos se llevará a cabo por Decreto Foral del Presidente, en el que se determinará el sector o sectores de la actividad administrativa que se les atribuye, y en su caso, la adscripción de organismos públicos y sociedades públicas que correspondan, del cual deberá darse cuenta al Parlamento de Navarra.

2. La fijación de la estructura orgánica del Departamento y la creación, modificación o supresión de Direcciones Generales, Servicios y órganos asimilados se llevará a cabo por Decreto Foral del Gobierno a iniciativa del Consejero o Consejeros interesados, sin perjuicio de su posterior desarrollo en las normas orgánicas correspondientes.

3. Las Secciones, Negociados y órganos asimilados serán creados, modificados o suprimidos por el titular del Departamento a través de la correspondiente Orden Foral.

4. El acto de creación de nuevos órganos o su modificación exigirá en todo caso motivación sobre los objetivos perseguidos así como un estudio detallado de los recursos humanos, materiales y presupuestarios que se adscriben a los mismos e informe favorable del Departamento que tenga atribuidas competencias en materia de hacienda en cuanto a que no se incrementa indebidamente el gasto público.

CAPÍTULO II
Régimen de las competencias

Artículo 50. Principios generales.

El ejercicio de las competencias administrativas es irrenunciable y corresponde a los órganos a los que se atribuya mediante las leyes o en el Decreto Foral u Orden Foral de creación.

Artículo 51. Desconcentración.

1. Cuando una disposición atribuya una competencia a la Administración de la Comunidad Foral o a uno de sus Departamentos, sin precisar el órgano, se entenderá que la instrucción y resolución corresponde al Servicio competente por razón de la materia.

2. La titularidad y ejercicio de las competencias propias de los órganos de la Administración podrán ser desconcentradas en otros jerárquicamente dependientes, salvo disposición en contrario.

3. Una vez desconcentradas, las competencias podrán ser delegadas conforme a lo dispuesto en el artículo siguiente.

Artículo 52. Delegación y suplencia.

1. El ejercicio de las competencias propias de los órganos de la Administración podrá ser delegado en otros de igual o inferior categoría, aunque no sean jerárquicamente dependientes, salvo disposición en contrario.

2. La delegación de competencias, así como su revocación, se aprobará mediante la disposición propia del órgano delegante, y se publicará en el Boletín Oficial de Navarra.

3. No son delegables las siguientes competencias:

a) Las atribuidas directamente por la Constitución y por la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra.

b) La potestad reglamentaria.

c) Las demás previstas en las leyes como indelegables.

4. Los titulares de los órganos administrativos serán sustituidos en caso de ausencia, vacante o enfermedad por el titular del órgano del Departamento de igual rango o, en su defecto, del inmediatamente inferior con mayor antigüedad, salvo que el Consejero disponga otra cosa.

Artículo 53. Control de eficacia.

1. Sin perjuicio de los mecanismos de control de legalidad y de gestión económico-financiera establecidos legalmente, todos los órganos administrativos estarán sometidos a un periódico control de eficacia.

2. Para asegurar dicho control, y sin perjuicio de la adopción de otras medidas, cada Consejero aprobará anualmente para los órganos que forman parte de la estructura de su Departamento:

a) Un plan de actuación para el ejercicio siguiente en el que se fijen, además de los objetivos, los indicadores y la metodología a utilizar en el control de la eficacia.

b) Una memoria de actuaciones del ejercicio anterior en la cual se recoja la valoración sobre el grado de consecución de los objetivos previstos.

3. Los planes y memorias anuales se harán públicos y de los mismos se dará cuenta al Parlamento de Navarra en el último y en el primer trimestre del año, respectivamente.

CAPÍTULO III
Los órganos colegiados

Artículo 54. Régimen.

Los órganos colegiados de la Administración de la Comunidad Foral se regirán por las normas básicas del régimen jurídico de las Administraciones Públicas, por las normas contenidas en este capítulo, por las disposiciones o convenios de creación, y por sus reglamentos de régimen interior.

Artículo 55. Requisitos de creación.

1. La disposición o convenio por la que se constituya un órgano colegiado deberá prever necesariamente los siguientes extremos:

a) Sus fines y objetivos.

b) Su adscripción administrativa.

c) La composición y los criterios para la designación de sus miembros o su titularidad, y del secretario, en todo caso.

d) Las funciones de decisión, propuesta, informe, seguimiento o control, así como cualquier otra que se le atribuya.

e) La dotación de los créditos necesarios, en su caso, para su funcionamiento.

2. En los órganos colegiados podrán existir representantes de otras Administraciones públicas cuando éstas lo acepten voluntariamente, o exista un convenio que así lo establezca, o una norma aplicable a esas Administraciones lo ordene o permita.

También podrán participar en los órganos colegiados, cuando así se determine, organizaciones representativas de intereses sociales y otros miembros que se designen por las especiales condiciones de experiencia o conocimientos que concurran en ellos.

Artículo 56. Miembros.

Son miembros del órgano colegiado el Presidente, el Vicepresidente o Vicepresidentes, en su caso, los vocales y el Secretario.

Artículo 57. Funciones del Presidente.

1. En cada órgano colegiado, corresponde al Presidente:

a) Ostentar la representación del órgano.

b) Acordar la convocatoria de las sesiones ordinarias y extraordinarias y la fijación del orden del día, teniendo en cuenta, en su caso, las peticiones de los demás miembros formuladas con la suficiente antelación.

c) Presidir las sesiones, moderar el desarrollo de los debates y suspenderlos por causas justificadas.

d) Dirimir con su voto los empates, a efectos de adoptar acuerdos, excepto si se trata de los órganos colegiados en los que participan organizaciones representativas de intereses sociales, en los que el voto será dirimente sólo si así lo establecen sus propias normas.

e) Visar las actas y certificaciones de los acuerdos del órgano.

f) Ejercer aquellos derechos que le correspondan como un miembro más del órgano colegiado.

g) Ejercer cuantas otras funciones sean inherentes a su condición de Presidente del órgano.

2. En casos de vacante, ausencia o enfermedad, el Presidente será sustituido por el Vicepresidente que corresponda o, en su defecto, por el miembro del órgano colegiado que tenga mayor jerarquía, antigüedad y edad, por este orden, de entre sus componentes.

Artículo 58. Funciones de los miembros.

1. En cada órgano colegiado, corresponde a los miembros:

a) Recibir, con la antelación mínima fijada en sus normas, la convocatoria conteniendo el orden del día de las reuniones. La información sobre los temas que figuren en el orden del día estará a disposición de los miembros en igual plazo.

b) Participar en los debates de las sesiones.

c) Ejercer su derecho al voto y formular voto particular, así como expresar el sentido de su voto y los motivos que lo justifican.

d) Formular ruegos y preguntas.

e) Obtener la información precisa para cumplir las funciones asignadas.

f) Cuantas otras funciones sean inherentes a su condición.

2. Los Vocales de un órgano colegiado no podrán atribuirse las funciones de representación de éste, salvo que expresamente se les hayan otorgado por una norma o por acuerdo válidamente adoptado, para cada caso concreto, por el propio órgano.

3. En caso de vacante, ausencia o enfermedad, los Vocales titulares del órgano colegiado serán sustituidos por sus suplentes, si los hubiera.

Cuando se trate de órganos colegiados en los que participen organizaciones representativas de intereses sociales, éstas podrán sustituir a sus Vocales por otros, acreditándolo previamente ante la Secretaría del órgano colegiado.

Artículo 59. Funciones del Secretario.

1. Al Secretario del órgano colegiado, que deberá ser calificado en la norma de creación como miembro del propio órgano o simplemente como participante en su condición de funcionario, le corresponde:

a) Asistir a las reuniones con voz y voto si es miembro del órgano, y con voz pero sin voto si actúa como funcionario.

b) Efectuar la convocatoria de las sesiones del órgano por orden de su Presidente, así como las citaciones a los miembros del mismo.

c) Recibir los actos de comunicación de los miembros con el órgano y, por tanto, las notificaciones, peticiones de datos, rectificaciones o cualquiera otra clase de escritos de los que deba tener conocimiento.

d) Preparar el despacho de los asuntos, redactar y autorizar las actas de las sesiones.

e) Expedir certificaciones de las consultas, dictámenes y acuerdos aprobados.

f) Si es miembro del órgano colegiado, ejercer aquellos derechos que como tal le correspondan.

g) Cuantas otras funciones sean inherentes a su condición de Secretario.

3. En casos de vacante, ausencia o enfermedad, el Secretario será sustituido por el miembro del órgano colegiado que tenga menor jerarquía, antigüedad y edad, por este orden, de entre sus componentes.

Artículo 60. Actas.

1. En el acta de cada sesión que celebre el órgano colegiado figurará el acuerdo o acuerdos adoptados.

Asimismo, y a solicitud de los respectivos miembros del órgano se hará constar en el acta, el voto contrario al acuerdo adoptado, la abstención y los motivos que la justifiquen o la explicación de su voto favorable. Del mismo modo, cualquier miembro tiene derecho a solicitar la transcripción íntegra de su intervención o propuesta, siempre que aporte en el acto, o en el plazo que señale el Presidente, el texto que se corresponda fielmente con su intervención, haciéndose así constar en el acta o uniéndose copia a la misma.

2. Los miembros que discrepen del acuerdo mayoritario podrán formular voto particular por escrito en el plazo de cuarenta y ocho horas, que se incorporará al texto aprobado.

3. Las actas se aprobarán en la misma o en la siguiente sesión, pudiendo no obstante emitir el Secretario certificación sobre los acuerdos específicos que se hayan adoptado, sin perjuicio de la ulterior aprobación del acta.

En las certificaciones de acuerdos adoptados emitidas con anterioridad a la aprobación del acta se hará constar expresamente tal circunstancia.

TÍTULO VI
Actuación de la Administración

CAPÍTULO I
Normas generales

Artículo 61. Reglas de actuación.

La Administración de la Comunidad Foral ajustará su actuación a las reglas contenidas en esta Ley Foral y en las normas básicas reguladoras del procedimiento administrativo común.

Artículo 62. Recurso de alzada.

Contra las resoluciones de los órganos de la Administración de la Comunidad Foral que no pongan fin a la vía administrativa y los actos de trámite en aquellos supuestos previstos en las normas básicas reguladoras del procedimiento administrativo común podrá interponerse recurso de alzada ante el superior del órgano que los dictó.

Artículo 63. Fin de la vía administrativa.

1. Ponen fin a la vía administrativa:

a) Las resoluciones del Gobierno de Navarra y de su Presidente.

b) Las resoluciones de los Consejeros, salvo cuando por Ley Foral expresamente se otorgue recurso de alzada ante el Gobierno.

c) Las resoluciones de los Directores generales en materia de personal.

d) Las resoluciones de los órganos inferiores en los casos en que resuelvan por delegación de otro órgano cuyas resoluciones pongan fin a la vía administrativa.

e) Las resoluciones de los organismos públicos cuya normativa específica así lo establezca..

f) Las resoluciones dictadas en los recursos de alzada.

2. Contra los actos que ponen fin a la vía administrativa podrá interponerse con carácter potestativo recurso de reposición ante el mismo órgano que los dictó, a excepción de los previstos en la letra f) del apartado anterior.

3. Los Decretos Forales de desconcentración podrán disponer que los actos dictados en ejercicio de las atribuciones desconcentradas pongan fin a la vía administrativa.

Artículo 64. Recurso extraordinario de revisión.

Será competente para conocer del recurso extraordinario de revisión el órgano administrativo que haya dictado el acto objeto del recurso.

Artículo 65. Revisión de oficio.

1. Los procedimientos de revisión de oficio de disposiciones y actos nulos serán iniciados por el órgano autor de la actuación nula, de oficio o a solicitud del interesado.

2. La resolución corresponderá al órgano administrativo jerárquicamente superior, si lo hubiere, o al mismo órgano autor de la disposición o acto nulo, en caso contrario.

Artículo 66. Declaración de lesividad.

1. Los procedimientos para declarar la lesividad de los actos anulables serán iniciados por el órgano autor del acto, de oficio o a solicitud del interesado.

2. La competencia para declarar la lesividad de los actos anulables corresponde al titular del Departamento competente por razón de la materia, excepto en los supuestos de actos dictados por el Gobierno, en los que corresponderá a éste.

Artículo 67. Revocación y rectificación.

La revocación de los actos de gravamen o desfavorables y la rectificación de los errores materiales, de hecho o aritméticos corresponderá al propio órgano administrativo que haya dictado el acto.

Artículo 68. Reclamaciones previas.

1. Las reclamaciones previas a la vía judicial civil se resolverán por el Consejero que corresponda por razón de la materia, salvo las relativas a propiedad y derechos reales, que en todo caso corresponderán al Consejero competente en materia de Hacienda.

2. Las reclamaciones previas a la vía judicial laboral en materia de personal serán resueltas por el Director General correspondiente. En el resto de materias la competencia para la resolución corresponderá al órgano administrativo autor del acto objeto de reclamación.

3. Las reclamaciones económico-administrativas se regularán por su normativa específica.

Artículo 69. Informe jurídico.

Para la resolución de los recursos administrativos, reclamaciones previas a la vía judicial, responsabilidad patrimonial, revisión de oficio, terminación convencional y ejecución de resoluciones judiciales será preceptivo el previo informe de los servicios jurídicos del Departamento competente.

Artículo 70. Ejercicio de acciones y asistencia jurídica.

1. El ejercicio de acciones en vía jurisdiccional será autorizado por el Gobierno o el Consejero respectivo, y excepcional mente en casos de urgencia de forma provisional por el responsable de la Asesoría Jurídica Central.

2. La representación y defensa en juicio de la Administración de la Comunidad Foral y de sus organismos públicos corresponderá a los funcionarios adscritos a la Asesoría Jurídica Central. Excepcionalmente podrá ser encomendada por resolución motivada a otro funcionario o abogado en ejercicio. También podrán asumir las mismas funciones respecto de las Instituciones previstas en la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, cuando su normativa así lo prevea, y de las sociedades públicas de la Comunidad cuando se suscriba el correspondiente convenio.

CAPÍTULO II
Régimen de los actos administrativos

Artículo 71. Resoluciones.

Podrán adoptar resoluciones administrativas en las materias de su competencia:

a) El Gobierno de Navarra y su Presidente, con la denominación de Decreto Foral.

b) Los Consejeros, con la denominación de Orden Foral.

c) Los Directores Generales, Directores de Servicio y órganos que señalen las normas de creación de los organismos públicos, con la denominación de Resolución.

d) Todos los demás órganos que tengan atribuida la jefatura de personal para el ejercicio de sus potestades de dirección y de sanción disciplinaria, con la denominación de Resolución.

Artículo 72. Régimen de la potestad sancionadora.

El ejercicio por la Administración de la potestad sancionadora se acomodará a la legislación básica de las Administraciones Públicas, sin perjuicio del desarrollo normativo y de las peculiaridades que puedan preverse.

Artículo 73. Régimen de la responsabilidad patrimonial.

1. La responsabilidad patrimonial de la Administración de la Comunidad Foral por los daños ocasionados a los particulares en sus bienes o derechos por el funcionamiento normal o anormal de sus servicios públicos, se regirá por la legislación básica de las Administraciones públicas.

2. La resolución de los procedimientos de responsabilidad patrimonial corresponderá al Consejero competente por razón de la materia hasta el límite establecido para la contratación, y por el Gobierno de Navarra en los demás casos o cuando una Ley Foral expresamente lo prevea.

TÍTULO VII
Organismos públicos y sociedades públicas

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 74. Personalidad y adscripción.

1. Los organismos públicos y las sociedades públicas actúan con personalidad jurídica diferenciada, patrimonio y tesorería propios y autonomía de gestión.

2. Los organismos públicos y sociedades públicas serán adscritas por el Presidente del Gobierno de Navarra al Departamento competente por razón de la materia.

Artículo 75. Creación, extinción y liquidación.

1. La creación y extinción de los organismos públicos y sociedades públicas se efectuará por Ley Foral.

2. Cuando las normas de extinción no regularen la liquidación de la entidad, ésta se llevará a cabo por Decreto Foral del Gobierno de Navarra a propuesta del Departamento que ostente las competencias en materia de hacienda.

Artículo 76. Los organismos públicos.

1. Los organismos públicos, bajo la dependencia del Gobierno de Navarra, actúan para el cumplimiento de los fines de interés público que el ordenamiento establece como principios rectores de la política social y económica y desarrollan, mediante descentralización funcional, actividades de ejecución administrativa y económica propias de las competencias de la Comunidad Foral.

2. Los organismos públicos están constituidos por las siguientes entidades:

a) Organismos autónomos.

b) Entes públicos de derecho privado.

3. Los organismos públicos se regirán por la Ley Foral de creación, las disposiciones de esta Ley Foral, las de aquellas otras leyes que les sean de aplicación y por la regulación interna que sus propios estatutos establezcan.

CAPÍTULO II
Organismos autónomos

Artículo 77. Organismos autónomos.

1. Los organismos autónomos de la Comunidad Foral tienen encomendadas la realización de actividades de fomento, prestacionales o de gestión de servicios públicos, sujetándose en su actuación al derecho administrativo.

2. Para el desarrollo de sus competencias específicas los organismos autónomos tienen las mismas potestades, prerrogativas y privilegios que la Administración de la Comunidad Foral, excepto la potestad expropiatoria. Sus actos están sometidos al mismo régimen de control y recursos que los de los demás órganos administrativos.

Artículo 78. Creación.

1. La Ley Foral de creación de cada organismo autónomo determinará su denominación, sus fines y competencias, sus órganos rectores, los bienes y medios económicos que se les asignen para el cumplimiento de sus fines, así como aquellos aspectos que puedan ser modificados reglamentariamente y, en su caso, las causas de extinción, el procedimiento para llevarla a cabo y los efectos de la misma.

2. El Gobierno de Navarra aprobará y modificará los estatutos de los organismos autónomos, de conformidad con la Ley Foral de creación.

Artículo 79. Personal, patrimonio, hacienda y contratación.

1. El régimen de personal, patrimonio, hacienda y contratación de los organismos autónomos será el establecido con carácter general para la Administración de la Comunidad Foral, con las particularidades que las leyes establezcan. Salvo disposición en contrario, será órgano de contratación de los mismos su Presidente o máximo órgano unipersonal equivalente.

2. Los organismos autónomos, además de su patrimonio propio, podrán tener adscritos para su administración bienes del patrimonio de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra.

Artículo 80. Control de eficacia.

Los organismos autónomos estarán sometidos a un control de eficacia por parte del Departamento al que se hallen adscritos, sin perjuicio de los controles de carácter económico-financiero que correspondan.

Artículo 81. Normativa supletoria.

En lo no previsto por la Ley Foral de creación del organismo autónomo serán de aplicación en cuanto a organización y actuación administrativa las disposiciones de esta Ley Foral sobre la Administración de la Comunidad Foral.

CAPÍTULO III
Entes públicos de derecho privado

Artículo 82. Definición.

1. Los entes públicos de derecho privado tienen encomendada la realización de actividades de carácter económico, comercial, industrial, agrario, financiero o análogo, consistentes en la producción y distribución de bienes y servicios que revistan interés público y sean susceptibles de contraprestación sujetándose fundamentalmente en su actuación al derecho privado.

2. Para el cumplimiento de las potestades públicas que pudieran ejercer, así como para la formación de la voluntad de sus órganos, los entes públicos se sujetarán al derecho administrativo y en su ejercicio gozarán de las prerrogativas y privilegios que determine su Ley Foral de creación.

3. El ejercicio de las potestades públicas corresponderá a aquellos órganos del ente a los que expresamente los Estatutos les asignen tal facultad.

4. En materia económica y presupuestaria se estará a lo dispuesto en la Ley Foral de la Hacienda Pública de Navarra.

Artículo 83. Creación.

1. La Ley Foral de creación de los entes públicos de derecho privado determinará su denominación, sus fines y actividades, sus órganos rectores, los bienes y medios económicos que se les asignen para el cumplimiento de sus fines, así como aquellos aspectos que puedan ser modificados reglamentariamente y, en su caso, las causas de extinción, el procedimiento para llevarla a cabo y los efectos de la misma.

2. El Gobierno de Navarra aprobará y modificará los estatutos de los entes públicos de derecho privado, de conformidad con la Ley Foral de creación.

Artículo 84. Personal.

1. El personal de los entes públicos de derecho privado se rige por el derecho laboral. Su selección, con excepción del personal directivo que en virtud de sus estatutos sea de libre designación, se hará mediante convocatoria pública basada en los principios de igualdad, mérito y capacidad.

2. La Ley Foral de creación podrá determinar las condiciones en las que los funcionarios de las Administraciones Públicas de Navarra podrán cubrir destinos en dichos entes.

Artículo 85. Patrimonio y contratación.

1. Los entes públicos de derecho privado, además de su patrimonio propio, podrán tener adscritos para su administración bienes del patrimonio de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra.

2. La contratación se regirá por las disposiciones contenidas en la legislación de contratos de las Administraciones Públicas.

CAPÍTULO IV
Sociedades públicas

Artículo 86. Sociedades públicas.

Son sociedades públicas las sociedades mercantiles en las que la participación directa o indirecta de la Administración de la Comunidad Foral o de sus organismos públicos represente la mayoría absoluta de capital social. 

Artículo 87. Creación y extinción.

1. La creación de una sociedad pública deberá autorizarse por Ley Foral y podrá realizarse bien a través de la constitución de una sociedad mercantil, preferentemente anónima, con la cualidad de sociedad pública, o bien mediante la adquisición de esta cualidad por parte de una sociedad mercantil ya constituida.

2. Son supuestos de extinción de las sociedades públicas:

a) La extinción de la sociedad mercantil calificada como tal.

b) La pérdida de la cualidad de sociedad pública.

La pérdida de esta cualidad no implicará la extinción de la sociedad mercantil, salvo que constituya un supuesto legal o estatutario de disolución.

Artículo 88. Régimen.

1. Las sociedades públicas se regirán íntegramente, cualquiera que sea su forma jurídica, por el ordenamiento jurídico privado, salvo en las materias que les sea de aplicación la normativa presupuestaria, contable, de control financiero y de contratación. En ningún caso podrá disponer de facultades que impliquen el ejercicio de potestades públicas.

2. Las sociedades públicas serán adscritas a un Departamento a los solos efectos del ejercicio de las funciones de control que establezcan las leyes.

Disposiciones adicionales

Primera. La Administración de la Comunidad Foral y sus organismos públicos, para la realización de fines de su competencia, podrán constituir Fundaciones y participar en su creación con otras entidades públicas o privadas y particulares, de acuerdo con la legislación general sobre fundaciones. A estas Fundaciones no se les podrá encomendar el ejercicio de potestades administrativas ni la prestación de servicios públicos.

2. La constitución de una Fundación privada de iniciativa pública deberá ser autorizada por Decreto Foral del Gobierno de Navarra.

3. La dotación y el patrimonio de las Fundaciones a que se refiere esta disposición responden de las obligaciones de éstas en los términos propios del derecho privado, sin que sea posible extender la responsabilidad como consecuencia de sus actos al patrimonio de la persona jurídica fundadora.

4. El personal dependiente de una Fundación tendrá régimen jurídico de carácter laboral.

5. La contratación de estas Fundaciones privadas de iniciativa pública se regirá por las normas de derecho privado, sin perjuicio de la atención a los principios de publicidad y transparencia propios de la actuación de la Administración pública fundadora.

6. El control de la actividad financiera de las Fundaciones privadas de iniciativa pública se desarrollará en conforme a la Ley Foral de Hacienda Pública de Navarra y demás normas fiscales.

Segunda. La Administración de la Comunidad Foral podrá constituir, junto con otras Administraciones Públicas y otras entidades privadas sin ánimo de lucro, Consorcios para la gestión conjunta de servicios públicos o la realización de fines de interés común propios de su ámbito de competencia. La creación de un Consorcio y sus estatutos deberán ser aprobados mediante Decreto Foral del Gobierno de Navarra. Podrán adscribirse a los Consorcios bienes y personal de la Administración de la Comunidad Foral en forma análoga respecto de los organismos públicos dependientes de la misma.

Tercera. La Ley Foral 8/1988, de 26 de diciembre de la Hacienda Pública de Navarra queda modificada como sigue:

a) Se añade un apartado 2 al artículo 105 con el siguiente contenido: “Los consorcios, asociaciones, fundaciones privadas de iniciativa pública y demás entidades con personalidad jurídica propia no incluidas en los apartados anteriores, en los que sea mayoritaria la representación directa o indirecta de la Administración de la Comunidad Foral quedarán sometidas al control financiero previsto en este artículo. Se entenderá que la Administración de la Comunidad Foral tiene representación mayoritaria en dichos entes cuando tenga capacidad de nombramiento, directamente o a través de sus organismos públicos y empresas de más de la mitad de los miembros de los órganos de dirección, administración o vigilancia, o su aportación al capital fundacional o a la constitución de sus recursos propios sea también mayoritaria”.

b) Se añade un párrafo e) al artículo 113 con el siguiente contenido: “Las Cuentas de las entidades mencionadas en el apartado 2 del artículo 105”.

Cuarta. El Gobierno de Navarra y a efectos de su control creará y mantendrá un registro de entidades con personalidad jurídica propia vinculados a la Administración de la Comunidad Foral en el cual habrán de figurar, con los datos que reglamentariamente se determinen, los organismos públicos, las sociedades públicas, las Fundaciones privadas y los Consorcios.

Quinta. No obstante lo previsto en el artículo 48 las Jefaturas de Sección y Negociado y órganos asimilados podrán cubrirse mediante designación interina por el plazo máximo de un año mientras se tramita y resuelve el concurso de méritos para su provisión.

Disposición derogatoria

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo establecido en la presente Ley Foral, y en particular la Ley Foral 23/1983, de 11 de abril, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra. 

Disposiciones finales

Primera. En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de esta Ley Foral el Gobierno de Navarra dictará las disposiciones necesarias para adaptar la estructura de la Administración de la Comunidad Foral a sus preceptos.

Segunda. Conforme a lo establecido en el artículo 20.2 de la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, en relación con el artículo 49.1.a) de la misma, la modificación o derogación del título preliminar y de los títulos I, II y III de esta Ley Foral requerirá mayoría absoluta para su aprobación en una votación final sobre el conjunto del proyecto. 

Tercera. La presente Ley Foral entrará en vigor a los tres meses de su publicación en el Boletín Oficial de Navarra.

